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A C U E R D O
En la ciudad de La Plata, a 25 de marzo de 2009, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Kogan, Pettigiani, Genoud, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 86.954, "M. ,J. . Recurso de casación".
A N T E C E D E N T E S
La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires declaró inadmisible el recurso articulado por el imputado J.M. , con el patrocinio de su defensor particular, contra la resolución del Juzgado Criminal y Correccional de Transición Nº 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata (confirmatoria de la sanción de clausura de tres días del comercio propiedad del nombrado por incumplimiento del art. 63 inc. 3º del Código Fiscal dictada por la Dirección Provincial de Rentas de esta provincia) por considerar que ese tribunal no estaba habilitado para tratar cuestiones de faltas (fs. 35/37 y 61/63).
El imputado con el patrocinio de su defensor particular interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 71/85), el que fue desestimado por esta Corte (fs 100/105).
Contra tal decisión presentó el extraordinario federal (fs. 109/123), y la Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó sentencia haciendo lugar al remedio y dejando sin efecto la sentencia recurrida (fs. 141/145).
Este Tribunal, en atención a lo resulto, concedió el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 149).

Dictada la providencia de autos, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N
¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 
V O T A C I O N
A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:
1. De acuerdo a sus antecedentes, en esta causa se debe resolver "... la cuestión constitucional ... planteada oportunamente en la instancia casatoria y que estaba claramente involucrada en el caso, como lo era la de determinar si el art. 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos resultaba o no aplicable al caso de autos..." (C.S.J.N., v. considerando 5º, fs. 69 vta./70).

2. En tal tarea, considero que la queja del recurrente fundada en la naturaleza "penal" de la sanción de clausura impuesta no puede prosperar.

3. La cuestión, vinculada con la impugnación de sanciones administrativas aplicadas por infracciones tributarias locales, ya ha sido resuelta por esta Suprema Corte en sentido contrario a la pretensión esgrimida (Ac. 89.297, I, 4‑II‑2004).

Así, se ha resuelto que la doble instancia garantizada por los arts. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8.2.h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no se extiende al tipo de situaciones como la analizada en el presente, en las que el sistema adoptado por el régimen aplicable otorgó al afectado la oportunidad de ocurrir ante un órgano judicial por una vía ordinaria, asegurándole de tal modo un control judicial suficiente.

La diversidad de bienes e intereses jurídicos comprometidos en el caso, torna impropio identificar dicho supuesto con el relativo al enjuiciamiento, atribución de responsabilidad e imposición de penas, por la comisión de ilícitos comprendidos en la ley penal. A estos últimos casos, y no a los primeros, se refieren los preceptos de los pactos internacionales relativos a la consagración de la doble instancia.

Por ello el recurso debe ser desestimado.

Voto por la negativa.

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

1.‑ De acuerdo a la reseña de los antecedentes de esta causa, y especialmente al contenido de la posición mayoritaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ‑ver considerando 5°, fs. 69 vta./70, y los votos concurrentes de los jueces Zaffaroni y Fayt (fs. 71/72 vta.)‑, este Tribunal debe resolver "... la cuestión constitucional que había sido planteada oportunamente en la instancia casatoria y que estaba claramente involucrada en el caso, como lo era la de determinar si el art. 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos resultaba o no aplicable al caso de autos...".

2.‑ En esa tarea debo destacar, en primer lugar, que el agravio constitucional que el Máximo Tribunal entiende no considerado por esta Suprema Corte, por una aplicación ritualista del art. 494 del Código Procesal Penal, recién fue introducido con precisión en el punto II. e) del recurso extraordinario federal ‑fs. 110 vta./111-).

La detenida lectura del escrito que obra a fs. 71/81 nos permite establecer que lo traído en la queja, por conducto del recurso de inaplicabilidad de ley, dista de relacionarse con la norma supranacional aparentemente desconsiderada (en el embate, a fs. 75, punto 4 in fine, se destaca que "... La solución dada por el Tribunal de no dar trámite al recurso de casación que se planteó, vulnera y conculca principios básicos que conforman el estado de derecho, violándose en primer lugar la garantía de la defensa en juicio, ya que al no existir la posibilidad de revisión de dicha sentencia, se debe soportar una decisión irrazonable, lesionando a su vez el derecho de igualdad frente a la ley (art. 16 C.N.) al no permitir acudir ante V.E. para que revisen la decisión que ésta parte considera contraria a la administración de justicia...").

3.‑ Ahora bien, más allá de ello, considero que el recurso deducido debe ser rechazado.

Tal como sostuvo a fs. 140 el señor Procurador Fiscal, doctor Eduardo Ezequiel Casal, entiendo que el apelante asienta su queja en la naturaleza "penal" de la sanción de clausura impuesta, mas ‑sin perjuicio de otras consideraciones‑ no ha tomado en cuenta la doctrina de la propia Corte federal recaída en los precedentes de Fallos 323:1787 y 325:2711 y en la causa A. 421, L. XL, "Auchán Argentina S.A. s/ inf. Art. 9° ley 22.802", sent. del 7 de septiembre de 2004, de la que se infiere "... el derecho de recurrir del fallo ante un juez o tribunal superior, previsto en el art. 8, inc. 2, ap. H, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y art. 14, inc. 5, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (que tienen jerarquía constitucional según el art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional), se halla supeditado a la existencia de un fallo dictado contra persona "inculpada de delito" o "declarada culpable de un delito", por lo que resultan ajenas a su ámbito los pronunciamientos judiciales que condenen o absuelvan con motivo de la imputación de faltas, contravenciones o infracciones administrativas, como ocurre en el caso..." ‑vid. considerando 3°), causa B. 199. XXXVII. Recurso de hecho. "Butyl S.A. s/ infracción ley 16.463" (causa 4525)‑.

4.‑ Por último, agrego que en temáticas como la de autos, de acuerdo a la doctrina de la Corte federal, el cumplimiento de la garantía de la defensa en juicio en procedimientos de índole administrativos (art. 18, C.N.) ‑conteste lo reclamado en el recurso deducido a fs. 71/81‑ está supeditada, como principio, a que las leyes dejen abierta la posibilidad de una revisión judicial ulterior (Fallos 247:646; 253:483; 284:150; etc.), máxime tratándose de la aplicación de sanciones penales (Fallos 255:354; 267:97; etc.).

En consecuencia, voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Pettigiani, Genoud y de Lázzari, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votaron la cuestión planteada también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se resuelve ‑por mayoría de fundamentos‑ rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, C.P.P.). 

Regúlanse los honorarios profesionales del doctor Marcos Jaureguiberry en la suma de … pesos, por los trabajos realizados ante esta instancia (art. 31, dec. ley 8904/1977), con más el 10% de la ley 10.268.

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 
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